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En Madrid, a 16 de julio de 2026. 

VISTA la reclamación interpuesta por D. F. V. B., en nombre y representación de AUTOS 

CARBALLO, S.L., contra el anuncio de licitación y el documento complementario al anuncio 

de licitación del procedimiento convocado para la contratación del «Acuerdo Marco de 

Servicio de transporte alternativo por carretera», expediente n.º 2026-00786, licitado por la 

DIRECCIÓN GENERAL DE RENFE VIAJEROS, SOCIEDAD MERCANTIL ESTATAL, 

S.A., este Tribunal, en sesión celebrada en el día de la fecha, ha adoptado la siguiente 

resolución: 

ANTECEDENTES DE HECHO 

Primero. RENFE VIAJEROS, S.M.E., S.A., convocó, mediante procedimiento negociado 

con publicidad y sin división en lotes, la licitación del acuerdo marco arriba nominado. El 

instrumento contractual presentaba un valor estimado de 923.255.637 euros, y un 

presupuesto base de licitación, correspondiente a su duración inicial, de 588.032.528 

euros, IVA excluido, y 646.835.781 euros, IVA incluido. La duración inicial quedó fijada en 

diez años, prorrogables por un periodo máximo adicional de cinco años.  

Conforme a la documentación contractual, la preparación, adjudicación y modificación del 

acuerdo marco se someten a las Instrucciones internas de contratación de 27 de junio de 

2018, mientras que su cumplimiento, efectos y extinción se rigen por el ordenamiento 

jurídico privado. 



 

Expdte. TACRC – 580/2026    

2 

TRIBUNAL ADMINISTRATIVO CENTRAL 
DE RECURSOS CONTRACTUALES 

TRACTUALES 

El objeto del acuerdo marco abarca la ejecución de los Planes de Transporte Alternativo 

—en adelante, PAT—, dirigidos a garantizar el desplazamiento por carretera de los viajeros 

ferroviarios ante cortes de vía, obras de infraestructura u otras incidencias que impidan la 

prestación normal del servicio ferroviario. 

Prevé la documentación contractual que la prestación se articule mediante una sociedad 

anónima participada por el adjudicatario y Renfe Viajeros en un 51 % y un 49 %, 

respectivamente, cuyo objeto social radica en el transporte de viajeros por autobús. 

El documento complementario al anuncio de licitación establece, como requisitos de 

solvencia técnica o profesional, la acreditación de servicios de igual o similar naturaleza 

por un importe anual acumulado igual o superior a 35.000.000 de euros en el año de mayor 

ejecución; la disponibilidad de un mínimo de 500 autobuses en propiedad —reducida a 300 

autobuses cuando el licitador forme parte de una agrupación—; y la acreditación de 

capacidad operativa en Madrid, Barcelona, al menos una provincia de la Comunidad 

Valenciana y, como mínimo, una de las provincias andaluzas de Sevilla, Málaga, Córdoba 

o Granada. 

Segundo. El anuncio de licitación se publicó en la Plataforma de Contratación del Sector 

Público (PCSP) el 3 de marzo de 2026, a las 09:25 horas, y el documento de pliegos, a las 

09:27 horas del mismo día. El plazo de recepción de solicitudes de participación concluyó 

el 8 de abril de 2026, a las 12:00 horas.   

Tercero. El 7 de abril de 2026, D. F. V. B., en nombre y representación de AUTOS 

CARBALLO, S.L., interpuso reclamación contra el anuncio de licitación y su documento 

complementario, interesando la declaración de nulidad de ambos documentos. 

Sostiene la reclamante, en síntesis, que la licitación debe someterse al Real Decreto-ley 

3/2020, de 4 de febrero, de medidas urgentes por el que se incorporan al ordenamiento 

jurídico español diversas directivas de la Unión Europea en el ámbito de la contratación 

pública en determinados sectores; de seguros privados; de planes y fondos de pensiones; 

del ámbito tributario y de litigios fiscales (RDL 3/2020 en adelante); que los requisitos de 

solvencia técnica contravienen los principios de proporcionalidad y libre concurrencia 

recogidos en su artículo 27; que la falta de división en lotes infringe el artículo 52.3; que la 
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duración prevista excede, sin justificación suficiente, el límite establecido en el artículo 92.3; 

y que el objeto contractual invade el ámbito propio de los servicios regulares de transporte 

público de viajeros por carretera de titularidad administrativa. 

Cuarto. El 8 de abril de 2026, RENFE VIAJEROS recibió la notificación de la reclamación 

y el requerimiento de remisión del expediente de contratación e informe correspondiente. 

En cumplimiento del requerimiento, el órgano de contratación emitió el informe previsto en 

el artículo 56.2 de la Ley 9/2017, de 8 de noviembre, de Contratos del Sector Público, por 

la que se transponen al ordenamiento jurídico español las Directivas del Parlamento 

Europeo y del Consejo 2014/23/UE y 2014/24/UE, de 26 de febrero de 2014 (LCSP en 

adelante). 

En dicho informe, el órgano de contratación se opuso a la reclamación e interesó, con 

carácter principal, su inadmisión por extemporaneidad y por falta de competencia de este 

Tribunal. Con carácter subsidiario, solicitó que, previa acumulación con las restantes 

reclamaciones interpuestas contra el mismo expediente, se desestimara íntegramente. 

Quinto. El 9 de abril de 2026, la Secretaria General de este Tribunal, por delegación de 

éste, acordó la medida cautelar consistente en la suspensión del procedimiento de 

contratación, de conformidad con los artículos 49 y 56 de la LCSP. La suspensión acordada 

no afecta al plazo de presentación de ofertas ni impide su finalización. 

FUNDAMENTOS DE DERECHO 

Primero. La primera cuestión que ha de plantearse este Tribunal es el examen de su propia 

competencia, a fin de verificar si efectivamente nos encontramos ante el ámbito propio de 

desenvolvimiento de una reclamación del citado RDL 3/2020, que es el medio impugnatorio 

utilizado por los reclamantes. 

En este orden de cosas, aduce la entidad contratante en su informe que concurre una 

causa de inadmisión de la reclamación presentada por incompetencia de este tribunal, por 

entender que, por el objeto del procedimiento de adjudicación, no resulta aplicable el RDL 

3/2020 (sectores excluidos) y que es una licitación que ha de regirse por la LCSP. Indica 

que “Siendo así, dada la aplicación a Renfe Viajeros (en su condición de entidad que no 
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tiene la consideración de poder adjudicador) del régimen derivado de los artículos 321 y 

322 de la citada LCSP, la actuación será, de acuerdo con lo previsto en el citado artículo 

321 y en sus instrucciones de contratación, susceptible de recurso de alzada ante la 

entidad pública o ministerio de adscripción o tutela, y en ningún caso susceptible de recurso 

especial en materia de contratación ante este Tribunal”.  

Comenzaremos clarificando el criterio del Tribunal sobre dicha cuestión, para, a 

continuación, aplicarla al caso concreto. 

I. Doctrina del Tribunal sobre la competencia con relación a licitaciones de contrato 

de servicios de transporte por carretera 

La negación de la competencia tendría su fundamento en el criterio expresado en la 

resolución del Tribunal número 208/2025, de 20 de febrero, recurso 2/2025. 

Ahora bien, el criterio antes recogido se emite al resolver el recurso especial en materia de 

contratación frente a los pliegos rectores de una licitación sujeta a la Ley 9/2017, de 8 de 

noviembre, de Contratos del Sector Público, por la que se transponen al ordenamiento 

jurídico español las Directivas del Parlamento Europeo y del Consejo 2014/23/UE y 

2014/24/UE, de 26 de febrero de 2014 (LCSP), cuyo valor estimado era de 210.738€. 

La resolución indicada acuerda la inadmisión partiendo de que el procedimiento de 

licitación se sujeta a la LCSP y en que RENFE VIAJEROS SOCIEDAD MERCANTIL SE, 

no es poder adjudicador. Falta así el requisito exigido en los artículos 45 y 47 de la LCSP, 

para que este Tribunal sea competente. 

Ítem más, en dicha resolución razonamos que aun cuando el procedimiento de licitación 

se hubiera encontrado sujeto al Real Decreto-ley 3/2020, de 4 de febrero, de medidas 

urgentes por el que se incorporan al ordenamiento jurídico español diversas directivas de 

la Unión Europea en el ámbito de la contratación pública en determinados sectores; de 

seguros privados; de planes y fondos de pensiones; del ámbito tributario y de litigios 

fiscales (RDL 3/2020), el Tribunal tampoco podría conocer de la reclamación, pues el valor 

estimado del contrato (201.738€) no alcanza el umbral exigido en el artículo 1.1 b) del RDL 

3/2020, que es de 432.000€ 
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Por otra parte, en otras dos resoluciones de este mismo Tribunal para este mismo servicio 

codificado con el CPV  60170000, habíamos estimado que sí se ostentaba competencia 

para conocer de las reclamaciones interpuestas frente a pliegos en los que se licitan 

servicios con la misma codificación. 

Una primera, de 15 de junio de 2023, resolución 798/2023, recursos 681 y 682/2023, en 

cuyo fundamento de derecho tercero, se dice:  

“Se impugnan el anuncio y el pliego de condiciones particulares de un contrato de servicio 

de transporte de viajeros por carretera de un valor estimado superior a cien mil euros.  

Los anuncios y los pliegos son susceptibles de reclamación en materia de contratación 

conforme a lo dispuesto en los artículos 119 y 121.1 del RDL 3/2020, siempre que vayan 

referidos a los contratos que se especifican en el propio artículo, entre ellos, los 

relacionados en el artículo 11 de la RDL 3/2020, atinentes a los servicios de transporte, y 

su importe excede del importe de valor estimado previsto en el artículo 44.1.a) LCSP para 

los contratos de servicio.  

En consecuencia, el contrato y los actos impugnados son susceptibles de reclamación”. 

Y, otra segunda resolución, que es posterior a la de 20 de febrero de 2025, la resolución 

967/2025, dictada el 25 de junio en el recurso 566/2025, en la que, para la licitación de el 

servicio de transporte alternativo de viajeros, clasificado con las CPV  60170000 y 

60100000, se afirma la competencia diciendo:  

“Es el propio argumento del órgano de contratación el que nos lleva a concluir nuestra 

competencia en la reclamación que se suscita. En efecto, la finalidad del contrato en 

cuestión es que el órgano de contratación disponga de medios para realizar el transporte 

alternativo de los usuarios de sus servicios en los supuestos en los que, por los motivos 

que concurran (en el caso que nos ocupa, obras en la infraestructura ferroviaria) no pueda 

verificarlo por los medios ordinarios. En consecuencia, debemos concluir que se trata de 

un contrato regulado en el RDL 3/2020, por lo que el Tribunal, prima facie y sin perjuicio de 

que concurran, según analizaremos a continuación, los demás requisitos de procedibilidad, 
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es competente para conocer de esta reclamación de acuerdo con lo señalado en el artículo 

120 del RDL 3/2020”. 

Por otra parte, el criterio defendido por este Tribunal acoge la interpretación sostenida por 

el Tribunal de Justicia de la Unión Europea, sobre la aplicación del Reglamento nº 

1370/2007 en tres sentencias: 9 de julio de 2026 (C-856/2 M),13 de febrero de 2025, 

Latvijas Sabiedriskais Autobuss, nº C-684/23 (EU:C:2025:90) y 27 de octubre de 2016, 

Hörmann Reisen, C 292/15, EU:C:2016:817. 

En dichas sentencias, el TJUE concluye al resolver las cuestiones prejudiciales, que la 

licitación del servicio de transporte por vía terrestre, cuando adopte la forma de contrato de 

servicios se encuentra sujeta a las Directivas 2014/24 y 2014/25.  

En relación con el servicio de transportes de viajeros por carretera, en la sentencia de 13 

de febrero de 2025, Latvijas Sabiedriskais Autobuss, nº C-684/23 (EU:C:2025:90), en la 

que se razona lo siguiente: 

“38.Procede recordar que el Reglamento n.º 1370/2007, tal como se desprende de su 

artículo 1, apartado 1, párrafo primero, contiene, en lo que se refiere a los servicios públicos 

de transporte de viajeros por ferrocarril y carretera, normas especiales que establecen 

modalidades de intervención en los regímenes generales de contratos públicos (véanse, 

en este sentido, las sentencias de 27 de octubre de 2016, Hörmann Reisen, C 292/15, 

EU:C:2016:817, apartados 44 a 46, y de 20 de septiembre de 2018, Rudigier, C 518/17, 

EU:C:2018:757, apartado 49), que estaban establecidos, en el momento de entrada en 

vigor de dicho Reglamento, en las Directivas 2004/17 y 2004/18, actualmente sustituidas, 

respectivamente, por la Directiva 2014/25/UE del Parlamento Europeo y del Consejo, de 

26 de febrero de 2014, relativa a la contratación por entidades que operan en los sectores 

del agua, la energía, los transportes y los servicios postales y por la que se deroga la 

Directiva [2004/17] (DO 2014, L 94, p. 243), y por la Directiva 2014/24/UE del Parlamento 

Europeo y del Consejo, de 26 de febrero de 2014, sobre contratación pública y por la que 

se deroga la Directiva [2004/18] (DO 2014, L 94, p. 65). 

39.A este respecto, el artículo 5 del Reglamento n.º 1370/2007 establece, en sus apartados 

2 a 6, normas específicas de adjudicación de los «contratos de servicio público», en el 
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sentido del artículo 2, letra i), de dicho Reglamento, relativos al transporte de viajeros por 

ferrocarril y carretera, ofreciendo a la «autoridad competente», tal como se define en el 

artículo 2, letra b), de este, la libertad de elegir entre un procedimiento de «adjudicación 

directa», en el sentido del artículo 2, letra h), de dicho Reglamento, que se rige por su 

artículo 5, apartado 2, y un procedimiento de adjudicación mediante licitación, contemplado 

en el artículo 5, apartado 3, del mismo Reglamento. 

40.No obstante, como se desprende de las frases segunda y tercera del artículo 5, apartado 

1, del Reglamento n.º 1370/2007, la adjudicación de un contrato de servicio público relativo 

al transporte de viajeros en autobús o tranvía se rige, cuando dicho contrato no adopte la 

forma de contrato de concesión de servicios, no por las normas especiales previstas en el 

artículo 5, apartados 2 a 6, de dicho Reglamento, sino por las normas generales de 

adjudicación de contratos públicos establecidas por las Directivas 2014/24 y 2014/25 

(véase, en este sentido, la sentencia de 27 de octubre de 2016, Hörmann Reisen, C 292/15, 

EU:C:2016:817, apartados 36 a 41)”. 

Por su pertinencia y erigirse en antecedente de la anterior, debemos también citar la 

sentencia del TJUE de 27 de octubre de 2016, Hörmann Reisen, C 292/15, EU:C:2016:817, 

que nos dice:  

“34.Mediante sus cuestiones prejudiciales primera y segunda, que procede examinar 

conjuntamente, el órgano jurisdiccional remitente solicita, en esencia, que se dilucide si el 

artículo 5, apartado 1, del Reglamento n. o 1370/2007 debe interpretarse en el sentido de 

que, en el marco de un procedimiento de adjudicación de un contrato de servicio público 

de transporte de viajeros en autobús, el artículo 4, apartado 7, de este Reglamento sigue 

siendo aplicable a dicho contrato.  

35. Según las indicaciones facilitadas en la resolución de remisión, el contrato controvertido 

en el asunto principal tiene por objeto servicios públicos de transporte de viajeros por vía 

terrestre, en el sentido del artículo 1, apartado 2, del Reglamento n.º 1370/2007, y se refiere 

a los servicios públicos de transporte de viajeros en autobús, como prevé el artículo 5, 

apartado 1, de dicho Reglamento, sin revestir, no obstante, la forma de un contrato de 

concesión de servicios.  
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36. En virtud del artículo 5, apartado 1, primera frase, del Reglamento n.º 1370/2007, un 

contrato como el controvertido en el asunto principal debe atribuirse, en principio, con 

arreglo a las normas establecidas en dicho Reglamento.  

37. No obstante, cuando un contrato no reviste la forma de un contrato de concesión de 

servicios, tal como se define en las Directivas 2004/17 o 2004/18 modificada, el contrato 

de servicio público de transporte de viajeros en autobús se adjudica, con arreglo al artículo 

5, apartado 1, segunda frase, del Reglamento n.º 1370/2007, conforme a los 

procedimientos previstos en esas Directivas”. 

Como hemos anticipado, dado el criterio expresado en las sentencias del TJUE de  27 de 

octubre de 2016 y de 13 de febrero de 2025 y 9 de julio de 2026, vemos que la adjudicación 

de un contrato de servicios de transporte por carretera, cuando no reviste la forma de 

concesión de servicios públicos, se rige por la Directiva 2014/25/UE del Parlamento 

Europeo y del Consejo, de 26 de febrero de 2014, relativa a la contratación por entidades 

que operan en los sectores del agua, la energía, los transportes y los servicios postales, y 

por la Directiva 2014/24/UE del Parlamento Europeo y del Consejo, de 26 de febrero de 

2014, sobre contratación pública.  

Por tanto, los contratos de servicios de transporte por carretera se deben regir por las 

normas que las transponen al ordenamiento jurídico español: la LCSP y el Real Decreto 

Ley 3/2020, de 4 de febrero, estando, en este último caso, dentro del ámbito de aplicación 

del artículo 11.  

Una última observación debemos hacer, con afán de dejar clara nuestra doctrina. 

Si la licitación tuviera por objeto una concesión de servicios de transporte por carretera, la 

misma se encontraría sujeta al Reglamento nº 1370/2007 y este Tribunal sería competente, 

siguiendo el criterio fijado por el Tribunal Supremo en su sentencia 538/2026, de 29 de 

abril, de la Sección 4ª, de la Sala 3ª.  

II. Aplicación de la doctrina anterior al caso concreto. 
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La presente licitación se promueve por una empresa pública (sociedad mercantil estatal), 

se encuentra sujeta al Real Decreto-ley 3/2020, de 4 de febrero, de medidas urgentes por 

el que se incorporan al ordenamiento jurídico español diversas directivas de la Unión 

Europea en el ámbito de la contratación pública en determinados sectores; de seguros 

privados; de planes y fondos de pensiones; del ámbito tributario y de litigios fiscales, su 

valor estimado es 923.255.637 euros y su objeto es según el artículo 1.2 del Documento 

complementario al anuncio de licitación el siguiente: 

“El objeto de la contratación supone la realización de las tareas necesarias para la 

ejecución de cada Plan de Transporte Alternativo (en adelante PAT) de Renfe Viajeros 

durante el periodo de duración del Acuerdo Marco. En este sentido el objeto de la 

contratación incluye, entre otras tareas, la de facilitar a los clientes de Renfe Viajeros un 

transporte alternativo por carretera, como consecuencia de cortes de vía y suspensión del 

tráfico ferroviario, bien por realización de obras en la infraestructura, bien por cualquier otra 

incidencia que afecte al tráfico ferroviario, tales como averías, incidencias técnicas, 

condiciones meteorológicas adversas, o cualquier otra causa que impida la prestación 

normal del servicio ferroviario. Asimismo, el objeto de esta contratación incluye la 

realización de trabajos previos necesarios para el diseño del PAT, así como, en caso de 

que sea necesario, la realización de servicios auxiliares para el desarrollo del PAT”. 

Ello es conforme a lo exigido en el citado RDL 3/2020, en particular, sus artículos 1.1, 5.2 

a) y 11 del RDL 3/2020 y determina nuestra competencia para conocer la reclamación, sin 

perjuicio de lo que luego se añadirá. 

La condición de empresa pública de RENFE VIAJEROS, obedece a su condición de 

sociedad mercantil estatal y objeto social.  

El valor estimado del contrato supera el exigido en el artículo 1.1 para la aplicación del RDL 

3/2020 y en consecuencia para la competencia de este Trubunal ex artículo 120 RDL 

3/2020 y 47 de la LCSP. 

Finalmente, el objeto del contrato nos lleva a considerarlo incluido en el artículo 11 del RDL 

3/2020. 
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El artículo 11 del RDL 3/2020 señala: 

“1. El presente real decreto-ley se aplicará a las actividades de puesta a disposición o 

explotación de redes que presten un servicio al público en el campo del transporte por 

ferrocarril, sistemas automáticos, tranvía, trolebús, autobús o cable 

2. Se considerará que existe una red en los servicios de transporte cuando el servicio se 

preste con arreglo a las condiciones operativas establecidas por la autoridad competente. 

Estas condiciones harán referencia a los itinerarios, a la capacidad de transporte 

disponible, a la frecuencia y puntualidad del servicio, a sus infraestructuras, sus vehículos 

y combustibles, y a la incorporación en el transporte de los sistemas inteligentes de 

transportes (ITS), entre otros”. 

A la vista de lo anterior y del objeto del contrato, entiende este Tribunal que lo 

verdaderamente relevante es concretar si nos encontramos ante “actividades de puesta a 

disposición o explotación de redes que presten un servicio al público en el campo del 

transporte por ferrocarril, sistemas automáticos, tranvía, trolebús, autobús o cable” (artículo 

11.1 del RDL 3/2020), teniendo en cuenta que el artículo 11.2 del RDL 3/2020 indica que 

“Se considerará que existe una red en los servicios de transporte cuando el servicio se 

preste con arreglo a las condiciones operativas establecidas por la autoridad competente. 

Estas condiciones harán referencia a los itinerarios, a la capacidad de transporte 

disponible, a la frecuencia y puntualidad del servicio, a sus infraestructuras, sus vehículos 

y combustibles, y a la incorporación en el transporte de los sistemas inteligentes de 

transportes (ITS), entre otros”. 

Es fundamental, pues, que se trate de un servicio de transporte que se preste “con arreglo 

a las condiciones operativas establecidas por la autoridad competente”, tal y como 

acontece en el caso examinado. 

La entidad contratante insiste en su informe que “es notorio que la actividad que presta 

Renfe Viajeros es el transporte ferroviario”, por lo que siendo el objeto del contrato del que 

dimana la presente reclamación la prestación de un servicio de transporte alternativo por 

carretera, “el transporte alternativo por carretera se configura como un servicio 

complementario que se permite excepcionalmente al titular de una licencia ferroviaria, y 
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que se presta únicamente a los usuarios del ferrocarril, que abonan el correspondiente 

título habilitante para desplazarse por la red ferroviaria. El transporte alternativo no 

convierte a la empresa ferroviaria en una empresa de autobuses, ni implica la explotación 

de una red de servicios de transporte en autobús, ni mucho menos de la propia red 

ferroviaria interrumpida, sobre la que no se puede prestar el transporte alternativo”. 

Considerando tales afirmaciones, comparte este Tribunal que, efectivamente, el hecho de 

que RENFE VIAJEROS preste un servicio de transporte alternativo por carretera “no la 

convierte en una empresa de autobuses”, pero no puede obviarse tampoco que tal servicio 

de transporte alternativo trae causa directa del transporte ferroviario, al que se encuentra 

inescindiblemente vinculado, como se advierte de la propia argumentación de la entidad 

contratante. Ello implica que haya de entenderse que nos encontramos ante un contrato 

cuyo objeto es la prestación de un servicio complementario al servicio de transporte 

ferroviario que, por tanto, forma parte de éste en sentido amplio. 

Teniendo en cuenta lo anterior, este Tribunal sería competente para resolver la reclamación 

ex artículo 120 del RDL 3/2020, restando analizar la finalidad de esta licitación excede la 

adjudicación de un Acuerdo Marco al uso. 

Este expediente de contratación no termina con la adjudicación y formalización de un 

contrato de servicios al uso, sino que la adjudicataria es seleccionada para participar en el 

capital social de la sociedad mercantil que se constituirá una vez adjudicado el acuerdo 

marco, y que estará coparticipada, también, por el órgano de contratación. Sociedad que 

será la que, una vez subrogada en los derechos y obligaciones del adjudicatario, preste el 

servicio. Así lo expresa literalmente el documento complementario publicado con el anuncio 

de licitación: 

“La presente licitación tiene por objeto la adjudicación mediante procedimiento negociado 

con publicidad del ACUERDO MARCO DE SERVICIO DE TRANSPORTE ALTERNATIVO 

POR CARRETERA. La prestación del servicio objeto del Acuerdo Marco se realizará a 

través de una Sociedad Anónima Participada, entre el Adjudicatario y Renfe Viajeros, al 

51% y 49% respectivamente, y cuyo objeto social será el transporte de viajeros por 

autobús. Esta sociedad se subrogará en todos los derechos y obligaciones del 
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Adjudicatario derivados de la adjudicación del Acuerdo Marco de servicio de transporte 

alternativo por carretera, en las condiciones que se detallarán en el PCP del procedimiento 

de licitación”. 

En este caso la adjudicataria es seleccionada para asociarse con el órgano de contratación 

para constituir una empresa conjunta, mediante la constitución de una sociedad de 

economía mixta con capital público y privado. Figura que venía regulada en el artículo 

156.d) del derogado Real Decreto Legislativo 2/2000, de 16 de junio, por el que se aprueba 

el texto refundido de la Ley de Contratos de las Administraciones Públicas, y en el vigente 

artículo 104 del Real Decreto Legislativo 781/1986, de 18 de abril, por el que se aprueba 

el texto refundido de las disposiciones legales vigentes en materia de Régimen Local. 

Siendo ello así, debemos resolver si la licitación del acuerdo marco que se impugna se 

encuentra dentro del ámbito objetivo de aplicación del RD Ley 3/2020.  

Para resolver dicha cuestión debemos tener en cuenta el artículo 24.3.b) del RD Ley 

3/2020, el cual establece:  

“3. El presente real decreto-ley no se aplicará a los contratos adjudicados: 

b) Por una entidad contratante a una empresa conjunta de la que forme parte, siempre que 

la empresa conjunta se haya constituido para desarrollar la actividad de que se trate 

durante un período mínimo de tres años y que el instrumento por el que se haya constituido 

la empresa conjunta estipule que las entidades contratantes que la constituyen serán parte 

de la misma al menos durante el mismo período”. 

La interpretación literal del precepto indicado conduce a excluir la aplicación del RDL 

3/2020, cuando la adjudicación se realice en favor de una empresa ya constituida, de la 

cual forme parte la entidad contratante, no cuando la licitación se efectúe a favor de una 

entidad privada, para que posteriormente se constituya y se transfiera a una nueva 

sociedad el conjunto de derechos y obligaciones. 

Esa interpretación literal se refuerza con la sistemática, teniendo en cuenta lo señalado en 

la Disposición adicional vigesimosegunda que contempla la adjudicación directa a una 
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sociedad de economía mixta de un contrato de concesión de servicios, siempre que la 

selección del partner haya seguido de conformidad con la Ley de Contratos y no se 

modifique el objeto y las condiciones tenidas en cuenta para su elección. 

La finalidad de ambos preceptos es dotar a la selección del socio de las mismas garantías 

que habría tenido la adjudicación del contrato. 

En conclusión, al estar sometido el expediente de licitación al RD Ley 3/2020, este Tribunal 

es competente para conocer con arreglo al amparo de su artículo 120 de la reclamación 

interpuesta frente al anuncio de licitación y el documento complementario publicados el 3 

de marzo de 2026. 

Segundo. En cuanto al plazo de interposición, el artículo 121.1.b) del RDL 3/2020 

establece que, cuando la reclamación se dirija contra los pliegos o demás documentos 

contractuales, su duración será igual a la del plazo concedido para presentar las 

proposiciones. 

Ha alegado el órgano de contratación que la reclamación es extemporánea porque, al 

encontrarse la licitación en la fase de selección de candidatos, todavía no existía plazo 

para presentar proposiciones y resultaba aplicable el plazo general de quince días hábiles 

previsto en el artículo 50.1 de la LCSP. 

La alegación no puede prosperar. La reclamación se dirige contra el anuncio de licitación 

y su documento complementario, actos recurribles conforme al artículo 119.2.a) del RDL 

3/2020. En los procedimientos de licitación con negociación estructurados en dos fases, el 

plazo del artículo 121.1.b) ha de entenderse referido al concedido para presentar la 

solicitud de participación, por constituir este el primer acto de voluntad exigible al operador 

económico. Una interpretación distinta privaría de cauce impugnatorio a los actos que 

determinan el acceso a la licitación, con evidente quebranto del principio pro actione. 

El plazo para presentar las solicitudes de participación quedó fijado hasta el 8 de abril de 

2026, a las 12:00 horas, y la reclamación se presentó el 7 de abril de 2026. En 

consecuencia, se ha interpuesto en plazo. 
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Tercero. Los actos impugnados son susceptibles de reclamación conforme al artículo 

119.2.a) del RDL 3/2020. El anuncio constituye el medio formal de convocatoria de la 

licitación, en tanto que el documento complementario establece los requisitos de 

participación, solvencia y selección de candidatos, regulando materialmente la fase inicial 

del procedimiento. 

La circunstancia de que el Pliego de Condiciones Particulares no haya sido todavía 

entregado no altera esta conclusión, pues la impugnación se dirige contra los documentos 

que rigen actualmente el acceso a la licitación y han condicionado la posición jurídica de 

los eventuales candidatos. 

Cuarto. La reclamación ha sido interpuesta por persona legitimada conforme al artículo 48 

de la LCSP, aplicable por remisión del artículo 121 del RDL 3/2020. AUTOS CARBALLO, 

S.L., desarrolla la actividad de transporte de viajeros por carretera, ha manifestado su 

interés en concurrir a la licitación e impugna condiciones que considera limitativas de su 

acceso al procedimiento, por lo que resulta directamente afectada por los actos recurridos. 

La representación ha quedado acreditada mediante el poder aportado con la reclamación, 

y la postulación se ajusta al artículo 51 de la LCSP. 

Quinto. Entrando en el fondo del asunto, la mercantil recurrente impugna el anuncio de 

licitación y el documento complementario del expediente n.º 2026-00786, sosteniendo, en 

primer lugar, que el objeto del acuerdo marco excede de la mera cobertura de incidencias 

sobrevenidas para articular, en los supuestos de obras planificadas, un verdadero servicio 

regular temporal de transporte público de viajeros por carretera, con itinerarios, 

frecuencias, paradas y condiciones de prestación previamente definidas, invadiendo el 

ámbito reservado por el artículo 71 de la Ley 16/1987, de 30 de julio, de Ordenación de los 

Transportes Terrestres —en adelante, LOTT— a la titularidad administrativa.  

Argumenta la reclamante que la habilitación del artículo 78.2.j) del Reglamento del Sector 

Ferroviario, aprobado por Real Decreto 2387/2004, de 30 de diciembre, permite el 

transporte complementario en interrupciones excepcionales e imprevistas, pero no otorga 

a RENFE VIAJEROS la potestad general de establecer, por sí misma, servicios regulares 

temporales sustitutivos del servicio ferroviario en supuestos programados. Añade que la 
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configuración del acuerdo marco —con vocación de permanencia y sociedad participada 

específica— revela una capacidad estructural de prestación por carretera desligada del 

carácter accesorio del servicio, y que la coincidencia parcial de tráficos con concesiones 

administrativas vulnera el principio de exclusividad concesional. 

Ha opuesto la entidad contratante, en su informe, que la distinción entre servicios 

programados y no programados es meramente temporal y no altera la naturaleza del 

servicio, siempre accesoria, temporal y subjetivamente limitada a los viajeros con título de 

transporte ferroviario válido; que su fundamento jurídico se halla en el artículo 78.2.j) del 

Reglamento del Sector Ferroviario; que los tráficos se producen entre estaciones —no 

entre núcleos de población— y varían según las necesidades del correspondiente PAT; 

que el servicio no se ofrece al público en general; y que la coincidencia parcial con tráficos 

concesionales no puede conducir a imponer a los viajeros ferroviarios un transbordo 

forzoso o una doble tarifa, con el consiguiente perjuicio para el usuario. 

Delimitado así el debate, la cuestión se reduce a determinar si el objeto del acuerdo marco 

licitado por RENFE VIAJEROS invade el ámbito propio de los servicios regulares de 

transporte público de viajeros por carretera de titularidad administrativa, en la medida en 

que comprende también servicios programados de sustitución del tráfico ferroviario. 

Para su resolución debe partirse del artículo 72.1 de la LOTT, que, dentro del Título III 

relativo a los «servicios y actividades del transporte por carretera», Capítulo II, «Los 

transportes públicos regulares de viajeros», y Sección primera, «Los transportes públicos 

regulares permanentes de viajeros de uso general», establece: 

«1. Con objeto de garantizar la cohesión territorial, los contratos de gestión de los servicios 

públicos de transporte regular de viajeros de uso general se adjudicarán por la 

Administración con carácter exclusivo, no pudiendo otorgarse otros que cubran tráficos 

coincidentes, salvo en los supuestos que reglamentariamente se exceptúen por razones 

fundadas de interés general. 

En consecuencia, los nuevos servicios que sean creados no podrán incluir tráficos que ya 

se encuentren atendidos por otros preexistentes». 
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El precepto establece, ciertamente, el carácter exclusivo de la adjudicación de los contratos 

de gestión de los servicios públicos a los que se refiere. No obstante, el supuesto ahora 

examinado —relativo a un servicio de desplazamiento alternativo al transporte ferroviario 

motivado, entre otras causas, por obras programadas— no queda comprendido en la 

calificación de «transporte público regular de uso general». 

El artículo 67.b) de la LOTT dispone que los transportes públicos regulares de viajeros 

pueden ser, por su utilización, de uso general o de uso especial, y define los transportes 

públicos regulares de uso general como «los que van dirigidos a satisfacer una demanda 

general, siendo utilizables por cualquier interesado». 

Por el contrario, la utilización del servicio de transporte licitado queda limitada a los viajeros 

que dispongan de un título de transporte de Renfe Viajeros válido para viajar, según resulta 

del apartado 1.2 del documento complementario al anuncio de licitación. No se trata, por 

tanto, de una prestación abierta a cualquier interesado ni destinada a satisfacer una 

demanda general de transporte por carretera. 

Esta limitación subjetiva resulta determinante. El usuario no accede al transporte alternativo 

como demandante general de un desplazamiento por carretera, sino como viajero 

ferroviario afectado por una interrupción de la circulación. El servicio carece, en 

consecuencia, de autonomía comercial y funcional respecto del transporte ferroviario al 

que sustituye temporalmente. 

Además, el servicio de transporte alternativo solo se presta mientras se desarrollan las 

obras o subsisten las incidencias que impiden la circulación ferroviaria, por lo que tampoco 

puede calificarse como servicio permanente en el sentido previsto en la rúbrica de la 

Sección primera del Capítulo II del Título III de la LOTT. 

La reiteración de distintos PAT durante la vigencia del acuerdo marco no atribuye carácter 

permanente a cada una de las prestaciones activadas. Debe distinguirse entre la duración 

del instrumento contractual, que ordena la disponibilidad de medios durante un periodo 

determinado, y la duración de cada servicio alternativo, necesariamente vinculada a la 

concreta interrupción ferroviaria que justifica su puesta en funcionamiento. 
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A mayor abundamiento, el artículo 72.2 de la LOTT dispone: 

«A los efectos señalados en el punto anterior, los tráficos constitutivos de cada servicio 

vendrán determinados por la relación de localidades o núcleos de población diferenciados 

entre los que se realiza el transporte, efectuando parada los vehículos para tomar y dejar 

a los viajeros que se desplacen en los mismos». 

Tampoco concurre este presupuesto en el servicio objeto del acuerdo marco impugnado. 

El transporte complementario que pretende contratar Renfe Viajeros no se realiza entre 

localidades o núcleos de población configurados como tráficos estables, sino entre 

estaciones y otros puntos funcionalmente vinculados al desplazamiento ferroviario, que 

pueden variar durante la prestación según las necesidades de cada PAT. Tampoco 

constituye un contrato de gestión de un servicio público de transporte adjudicado por la 

Administración titular de una red regular por carretera. 

La eventual coincidencia material entre alguno de los recorridos establecidos en un PAT y 

determinados tráficos concesionales no basta, por sí sola, para alterar la naturaleza jurídica 

de la prestación. El dato relevante no es la mera superposición física de un trayecto, sino 

la configuración jurídica y funcional del servicio: sus destinatarios son exclusivamente 

viajeros ferroviarios afectados; su activación responde a la interrupción del tráfico 

ferroviario; y su duración queda limitada al tiempo necesario para restablecer dicho tráfico. 

La distinción que introduce la reclamante entre servicios programados y no programados 

no altera esta conclusión. La programación identifica el origen temporal de la necesidad y 

permite su planificación anticipada, pero no transforma la naturaleza material de la 

prestación. Tanto en las incidencias sobrevenidas como en las obras planificadas, el 

transporte por carretera se activa ante la imposibilidad de continuar el viaje ferroviario, se 

ofrece exclusivamente a los viajeros afectados y se limita al periodo durante el cual 

permanece interrumpida la circulación ferroviaria. 

El carácter complementario de la prestación depende, en definitiva, de su vinculación 

funcional con el viaje ferroviario y no del grado de anticipación con el que pueda conocerse 

la causa de la interrupción. La interpretación contraria excluiría del régimen de transporte 

complementario cualquier interrupción conocida con antelación, aunque el servicio 
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mantuviera idéntica finalidad, destinatarios y duración, conclusión que no encuentra apoyo 

en la normativa sectorial. 

La exclusividad invocada por la reclamante debe entenderse referida a la adjudicación por 

la Administración de contratos de gestión de servicios públicos regulares y permanentes 

de transporte de uso general entre localidades o núcleos de población. No es este el 

supuesto examinado. 

La prestación de los servicios complementarios de desplazamiento alternativo por la 

realización de obras en las vías ferroviarias o por otras incidencias que impidan el tráfico 

encuentra su fundamento jurídico en el artículo 78.2.j) del Reglamento del Sector 

Ferroviario. Conforme a este precepto, los titulares de una licencia de empresa ferroviaria 

están facultados para complementar el servicio de transporte ferroviario con otros que se 

presten mediante un modo diferente, bien por sí mismos, bien contratándolos con una 

empresa transportista o con un operador del transporte. 

El artículo 78.2.j) no distingue entre interrupciones imprevisibles y cortes programados. Su 

finalidad de garantizar la continuidad del viaje ferroviario subsiste cuando la interrupción 

deriva de obras conocidas con antelación. Precisamente, la programación permite ordenar 

con mayor eficacia el cumplimiento de las obligaciones asumidas frente a los viajeros. 

Estos servicios alternativos no pueden, por ello, asimilarse enteramente a ninguna de las 

modalidades de transporte regular previstas en la LOTT y en su normativa de desarrollo. 

La habilitación reglamentaria comprende, por consiguiente, tanto las incidencias 

imprevistas como las interrupciones programadas, siempre que el transporte por carretera 

conserve su función complementaria respecto del servicio ferroviario. En ambos supuestos 

concurre la misma finalidad: asegurar la continuidad del desplazamiento contratado por el 

viajero cuando la prestación ferroviaria no puede ejecutarse total o parcialmente. 

Cuanto se ha razonado, coincide con lo declarado por este Tribunal en la resolución n.º 

1292/2021, de 29 de septiembre, dictada en el recurso n.º 1378/2021, en un supuesto de 

transporte alternativo por carretera derivado igualmente de obras programadas por Adif. 

En aquella resolución se afirmó que dicho servicio no podía encuadrarse en la calificación 

de transporte público regular de uso general del artículo 67.b) de la LOTT; que no cumplía 
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los presupuestos del artículo 72.2 de esa norma; y que encontraba su fundamento jurídico 

específico en el artículo 78.2.j) del Reglamento del Sector Ferroviario. 

La doctrina expuesta resulta plenamente aplicable al presente supuesto, pues la 

programación de las obras no elimina la dependencia funcional del transporte alternativo 

respecto del viaje ferroviario ni convierte la prestación en una oferta autónoma de 

transporte por carretera abierta al público en general. 

La dimensión económica del acuerdo marco, su escala territorial, la previsión de itinerarios 

o frecuencias y su instrumentación mediante una sociedad participada tampoco convierten 

la prestación en una línea regular de uso general. Se trata de elementos destinados a 

organizar la disponibilidad de medios necesaria para prestar un transporte complementario 

de viajeros ferroviarios durante un periodo de intensa renovación de las infraestructuras. 

Ninguno de ellos confiere a la sociedad participada títulos o facultades para explotar 

servicios regulares de uso general al margen de las autorizaciones sectoriales exigibles. 

La magnitud del dispositivo organizativo responde al volumen y extensión territorial de las 

necesidades previstas, pero no modifica la naturaleza jurídica de los servicios concretos 

que se activen. Tampoco la constitución de una sociedad participada atribuye a esta 

entidad facultades distintas de las derivadas del acuerdo marco ni la exime de obtener las 

autorizaciones y cumplir los requisitos establecidos por la legislación sectorial de 

transporte. 

Cada activación individual del acuerdo marco debe respetar la normativa de transporte 

aplicable y los derechos exclusivos concesionales que, en su caso, resulten efectivamente 

afectados. Esta consideración, sin embargo, no modifica la naturaleza general del objeto 

contractual ni permite declarar su invalidez con carácter abstracto. 

Debe distinguirse, a estos efectos, entre la validez del objeto general del acuerdo marco y 

la conformidad jurídica de las condiciones concretas de ejecución de cada PAT. La posible 

afección de una activación individual a un derecho concesional habrá de examinarse 

atendiendo a sus circunstancias específicas, pero no determina, de forma preventiva, la 

invalidez del conjunto del acuerdo marco. 
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En definitiva, el transporte alternativo previsto en el acuerdo marco conserva su carácter 

complementario, temporal y limitado a los viajeros de Renfe aun cuando responda a obras 

programadas. Carece de autonomía respecto del servicio ferroviario, no se dirige a 

satisfacer una demanda general de transporte por carretera y no configura tráficos estables 

entre localidades o núcleos de población. No constituye un servicio regular de uso general 

ni invade el ámbito de titularidad administrativa regulado en la LOTT. El motivo se 

desestima. 

Sexto. Denuncia asimismo la reclamante la infracción del artículo 52.3 del RDL 3/2020, por 

no haberse dividido el acuerdo marco en lotes, pese a permitirlo, a su juicio, la naturaleza 

y el objeto de la prestación. Considera que la división ampliaría la concurrencia sin dificultar 

técnicamente la ejecución del contrato. 

Ha opuesto el órgano de contratación que el modelo descansa en la gestión conjunta de 

recursos a escala peninsular; que la sociedad participada dispondrá de recursos propios 

que operarán como capacidad complementaria a la del adjudicatario; que la división 

territorial generaría compartimentos estancos e impediría movilizar recursos entre zonas; 

que un mismo PAT puede afectar simultáneamente a varias comunidades autónomas, 

singularmente en los corredores interregionales; y que la coordinación técnica exige la 

unicidad del acuerdo marco. Consta en el expediente un informe específico que sustenta 

esta decisión. 

El examen de este motivo de impugnación ha de partir de traer a colación lo dispuesto en 

el artículo 52.3 del RDL 3/2020, en virtud del cual: 

“3. Siempre que la naturaleza o el objeto del contrato lo permitan, deberá preverse la 

realización independiente de cada una de sus partes mediante su división en lotes, 

pudiéndose reservar lotes de conformidad con lo dispuesto en el artículo 65. 

No obstante lo anterior, la entidad contratante podrá no dividir en lotes el objeto del contrato 

cuando existan motivos válidos, que deberán justificarse debidamente en el expediente, 

salvo en los casos de contratos de concesión de obras. 
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En todo caso se considerarán motivos válidos, a efectos de justificar la no división en lotes 

del objeto del contrato, los siguientes: 

a) El hecho de que la división en lotes del objeto del contrato conllevase el riesgo de 

restringir injustificadamente la competencia. A los efectos de aplicar este criterio, la entidad 

contratante deberá solicitar informe previo a la autoridad de defensa de la competencia 

correspondiente para que se pronuncie sobre la apreciación de dicha circunstancia. 

b) El hecho de que, la realización independiente de las diversas prestaciones 

comprendidas en el objeto del contrato dificultara la correcta ejecución del mismo desde el 

punto de vista técnico; o bien que el riesgo para la correcta ejecución del contrato proceda 

de la naturaleza del objeto del mismo, al implicar la necesidad de coordinar la ejecución de 

las diferentes prestaciones, cuestión que podría verse imposibilitada por su división en lotes 

y ejecución por una pluralidad de contratistas diferentes. Ambos extremos deberán ser, en 

su caso, justificados debidamente en el expediente”. 

Así, la división del contrato por lotes se erige como el escenario preferido en la LCSP y en 

el RDL 3/2020 de manera que, en caso de que no pueda dividirse en lotes se tendrá que 

justificar debidamente en el expediente. Nada obsta, por tanto, para que la entidad 

contratante opte por la no división en lotes del objeto de un contrato, pero siempre y cuando 

existan “motivos válidos” para ello y estos estén debidamente justificados en el expediente. 

Así lo hemos dicho, entre otras muchas, en la resolución 267/2022 de 24 de febrero de 

2022: 

“Séptimo. Con respecto al primer motivo, en lo tocante a la división de los contratos en 

lotes, se ha de tener en muy en cuenta que desde la aprobación de la Directiva 2014/24/UE, 

del Parlamento Europeo y del Consejo, del Consejo, de 26 de febrero de 2014, la no 

división en lotes es la excepcionalidad para favorecer, principalmente, la concurrencia, no 

restringir la competencia y posibilitar la máxima participación de las PYMEs. El 

considerando nº 78 de la citada Directiva, así lo refleja (..): 

“ (..) 
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Lo manifestado en este considerando de la Directiva 2014/24/UE, se lleva al artículo 46 de 

la misma, con el siguiente tenor:  

«División de contratos en lotes:  

1. Los poderes adjudicadores podrán optar por adjudicar un contrato en forma de lotes 

separados, y podrán decidir el tamaño y el objeto de dichos lotes. Excepto en el caso de 

los contratos cuya división resulte obligatoria en virtud del apartado 4 del presente artículo, 

los poderes adjudicadores indicarán las principales razones por las cuales han decidido no 

subdividir en lotes. Dicha decisión se incluirá en los pliegos de la contratación o en el 

informe específico al que se refiere el artículo 84».  

En nuestra vigente LCSP esta regla general, la de la división del objeto del contrato en 

lotes, se ha incorporado en el artículo 99.3 al afirmar que:  

«3. Siempre que la naturaleza o el objeto del contrato lo permitan, deberá preveerse la 

realización independiente de cada una de sus partes mediante su división en lotes, 

pudiéndose reservar lotes de conformidad con lo dispuesto en la disposición adicional 

cuarta».  

Así lo ha ratificado la Junta Consultiva de Contratación Pública del Estado en su Informe 

48/18 y este Tribunal en varias de sus resoluciones, entre otras, la resolución nº 981/2018, 

de 26 de octubre.  

Ahora bien, la regla general de división de contratos en lotes, tiene una serie de 

excepciones que vienen reflejadas en el mismo artículo 99.3 de la LCSP:  

«(…) No obstante lo anterior, el órgano de contratación podrá no dividir en lotes el objeto 

del contrato cuando existan motivos válidos, que deberán justificarse debidamente en el 

expediente, salvo en los casos de contratos de concesión de obras.  

En todo caso se considerarán motivos válidos, a efectos de justificar la no división en lotes 

del objeto del contrato, los siguientes:  
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a) El hecho de que la división en lotes del objeto del contrato conllevase el riesgo de 

restringir injustificadamente la competencia. A los efectos de aplicar este criterio, el órgano 

de contratación deberá solicitar informe previo a la autoridad de defensa de la competencia 

correspondiente para que se pronuncie sobre la apreciación de dicha circunstancia.  

b) El hecho de que, la realización independiente de las diversas prestaciones 

comprendidas en el objeto del contrato dificultara la correcta ejecución del mismo desde el 

punto de vista técnico; o bien que el riesgo para la correcta ejecución del contrato proceda 

de la naturaleza del objeto del mismo, al implicar la necesidad de coordinar la ejecución de 

las diferentes prestaciones, cuestión que podría verse imposibilitada por su división en lotes 

y ejecución por una pluralidad de contratistas diferentes. Ambos extremos deberán ser, en 

su caso, justificados debidamente en el expediente”.  

A propósito de la obligada justificación de los motivos por los que el órgano de contratación 

considera procedente que no se divida el contrato en lotes, se ha pronunciado este Tribunal 

en repetidas ocasiones, cuya doctrina se podría resumir, en la expuesta en la resolución 

nº 1149/2021, de 9 de septiembre de 2021 (citada en la nº 1366/2021, de 14 de octubre):  

«Este Tribunal ha tenido ocasión de pronunciarse en distintas resoluciones acerca de la 

procedencia o necesidad de que el objeto del contrato se divida en lotes, analizando las 

previsiones de la norma legal citada. Así, en la Resolución nº 625/2019, con cita de la 

previa Resolución nº 813/2018, señalábamos de una parte que la decisión de dividir un 

contrato o no en lotes es una cuestión discrecional del órgano de contratación, pero sujeta 

a control, y, de otra, que, si bien la regla general es la división en lotes, la misma no se 

impone para todos los contratos, pues debe permitirlo la naturaleza o el objeto de estos. 

La naturaleza y el objeto operan como condición previa para que se acuerde la división en 

lotes. A su vez, y dada dicha condición previa, atendiendo a la naturaleza y el objeto del 

contrato a licitar, se habrá de exigir necesidad de justificar la no división con mayor o menor 

rigor según las circunstancias que concurran en cada expediente de contratación».  

Con mayor profusión, en la resolución nº 993/2018, este Tribunal razonaba lo siguiente: 

 «Como puede verse, el artículo 99 pretende, como señala la recurrente, promover que los 

órganos de contratación dividan en lotes las licitaciones para promover la concurrencia de 
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pequeñas y medianas empresas. Ahora bien, siempre y cuando i) la naturaleza del contrato 

lo permita y ii) no existan motivos válidos que justifique la no división. Para la debida 

comprensión de lo dispuesto en este precepto, conviene acudir a la Directiva 2014/24/UE, 

de 24 de febrero, de la que es trasposición la LCSP y en cuyo considerando 78 se señala: 

“Debe adaptarse la contratación pública a las necesidades de las PYME. Es preciso alentar 

a los poderes adjudicadores a utilizar el código de mejores prácticas que se establece en 

el documento de trabajo de los servicios de la Comisión, de 25 de junio de 2008, titulado 

«Código europeo de buenas prácticas para facilitar el acceso de las PYME a los contratos 

públicos», que ofrece orientaciones acerca de cómo aplicar el régimen de contratación 

pública de forma que se facilite la participación de las PYME. A tal efecto y para aumentar 

la competencia, procede animar a los poderes adjudicadores a, en particular, dividir 

grandes contratos en lotes. Esta división podría realizarse de manera cuantitativa, haciendo 

que la magnitud de cada contrato corresponda mejor a la capacidad de las PYME, o de 

manera cualitativa, de acuerdo con los diferentes gremios y especializaciones implicados, 

para adaptar mejor el contenido de cada contrato a los sectores especializados de las 

PYME o de acuerdo con las diferentes fases ulteriores de los proyectos. La magnitud y el 

contenido de los lotes deben ser determinados libremente por el poder adjudicador, el cual, 

de acuerdo con las normas pertinentes en materia de cálculo del valor estimado de la 

contratación, debe estar autorizado a adjudicar algunos de los lotes sin aplicar los 

procedimientos previstos en la presente Directiva. El poder adjudicador debe estar obligado 

a estudiar la conveniencia de dividir los contratos en lotes, sin dejar de gozar de la libertad 

de decidir de forma autónoma y basándose en las razones que estime oportunas, sin estar 

sujeto a supervisión administrativa o judicial. Cuando el poder adjudicador decida que no 

sería conveniente dividir el contrato en lotes, el informe específico o los pliegos de la 

contratación deben incluir una indicación de las principales razones que expliquen la 

elección hecha por el poder adjudicador. Estas razones podrían ser, por ejemplo, el hecho 

de que el poder adjudicador considere que dicha división podría conllevar el riesgo de 

restringir la competencia, o hacer la ejecución del contrato excesivamente difícil u onerosa 

desde el punto de vista técnico, o que la necesidad de coordinar a los diferentes contratistas 

para los diversos lotes podría conllevar gravemente el riesgo de socavar la ejecución 

adecuada del contrato”.  

De lo anterior cabe concluir:  
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a) La obligación de dividir en lotes tiene una finalidad específica, que es promover la 

concurrencia de las PYMES en los contratos del sector público.  

b) Esa obligación se encuentra especialmente justificada cuando se licitan grandes 

contratos.  

c) El órgano de contratación debe ser libre de decidir de forma autónoma y basándose en 

las razones que estime oportunas la magnitud de cada expediente y de cada lote.  

d) En caso de que se decida no dividir en lotes, deben indicarse las principales razones 

que expliquen la elección hecha por el poder adjudicador.  

e) Los motivos válidos a que se refiere el artículo 99 son de carácter enunciativo, pudiendo 

existir otros.  

La justificación dada por el órgano de contratación para la no división de lotes la 

encontramos en un informe obrante en el expediente denominado “informe justificativo 

sobre la no división en lotes del acuerdo marco” que utiliza los siguientes argumentos: 

“El objeto del contrato no se divide en lotes ya que se trata de una prestación única e 

indivisible desde un punto de vista técnico y funcional. 

La prestación del servicio objeto de contratación deberá contar con una perfecta 

organización y coordinación de los medios tanto humanos como técnicos que intervienen 

en la prestación del mismo. 

Esto solo puede garantizarse si el servicio lo realiza por una única entidad que disponga 

de los medios adecuados, de otra manera, podría comprometerse el nivel de calidad que 

exige la realización de los planes de transporte alternativos de transporte para los clientes 

de Renfe Viajeros. Además, de la inviabilidad organizativa de la constitución de varias 

sociedades participadas para desarrollar el objeto de la licitación”. 

Dejando al margen la justificación basada en la inviabilidad organizativa de la constitución 

de varias sociedades participadas para desarrollar el objeto de la licitación que queda 

descartada por la estimación del primer motivo del recurso y por los argumentos allí 
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expresados, el resto de los argumentos utilizados lo que vienen es a reproducir o 

prácticamente copiar las justificaciones para la no división en lotes expuestos en la letra b) 

del apartado 3 del artículo 52 del RDL 3/2020, que, tal como están redactadas, se podrían 

aplicar a cualquier tipo de contrato, pero que en el informe del órgano del contrato no se 

particularizan con respecto al objeto del contrato y las prestaciones a desarrollar en el 

mismo. Por tanto, las razones dadas por el órgano de contratación en su informe no 

justifican, a juicio de este Tribunal, la no división en lotes que se pretende. 

Por el contrario, los recurrentes argumentan que, dado que se trata de un acuerdo marco 

de alcance general, no hay objeción alguna a que pueda dividirse en lotes territoriales, 

funcionales o de cualquier otra naturaleza, dado que “el propio objeto del contrato evidencia 

una prestación claramente susceptible de fraccionamiento operativo”.  

En este sentido, recordemos que el objeto del contrato tal como se describe en el apartado 

1.2 del documento complementario de la licitación consiste en: 

“1.2.- Objeto El objeto de la contratación supone la realización de las tareas necesarias 

para la ejecución de cada Plan de Transporte Alternativo (en adelante PAT) de Renfe 

Viajeros durante el periodo de duración del Acuerdo Marco. En este sentido el objeto de la 

contratación incluye, entre otras tareas, la de facilitar a los clientes de Renfe Viajeros un 

transporte alternativo por carretera, como consecuencia de cortes de vía y suspensión del 

tráfico ferroviario, bien por realización de obras en la infraestructura, bien por cualquier otra 

incidencia que afecte al tráfico ferroviario, tales como averías, incidencias técnicas, 

condiciones meteorológicas adversas, o cualquier otra causa que impida la prestación 

normal del servicio ferroviario”. 

Se trata, en definitiva, de ofrecer un transporte alternativo por carretera, que se puede 

proyectar en distintos espacios en todo el territorio nacional, y que se ofrece a los pasajeros 

de RENFE VIAJEROS cuando por las razones que allí se exponen no pueden prestarse 

por el ferrocarril. 

Por tanto, a falta de una justificación más detallada, que no está en los documentos que 

conforman el expediente y que no puede suplir el informe sobre el recurso, no encontramos 

obstáculo, a priori, para que el contrato pueda dividirse en lotes. Como hemos expuesto 
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reiteradamente en nuestra doctrina, la justificación de la no división en lotes ha de hacerse 

con especial intensidad en contratos de “gran envergadura”, máxime, como es el caso, en 

el que se trata de un contrato de larga duración (10 años, con posibilidad de prórroga por 

cinco más).     

En consecuencia, se estima este motivo del recurso. 

Séptimo. Impugna la reclamante la exigencia de solvencia técnica consistente en disponer 

de un mínimo de 500 autobuses —300 para una de las integrantes en caso de 

agrupación—, con identificación individualizada de matrícula y titular. Considera que el 

requisito resulta desproporcionado, restringe indebidamente la concurrencia y excluye a 

buena parte de las pequeñas y medianas empresas del sector. Añade que la referencia a 

vehículos «en propiedad» impediría acreditar su disponibilidad mediante fórmulas como el 

leasing, el renting o el arrendamiento financiero, invocando en apoyo de su pretensión la 

Resolución n.º 4/2022, de 14 de enero.  

Ha aclarado la entidad contratante que la expresión «en propiedad» no exige la titularidad 

dominical de los vehículos, sino su disponibilidad plena, extremo formalmente incorporado 

durante la fase de consultas mediante la admisión expresa del leasing, del renting y del 

arrendamiento financiero. Ha señalado, asimismo, que la exigencia no comporta la 

adscripción efectiva e inmediata de los 500 autobuses a la ejecución del contrato, sino que 

acredita una capacidad organizativa previa adecuada a las características de la prestación. 

Ha declarado reiteradamente este Tribunal que los requisitos mínimos de solvencia han de 

estar determinados, guardar relación con el objeto y el importe del contrato y no producir 

efectos discriminatorios, sin que la discriminación pueda identificarse con la mera 

circunstancia de que unos licitadores cumplan las exigencias establecidas y otros no. Así 

lo recuerda la resolución n.º 383/2024, de 14 de marzo. 

La resolución n.º 4/2022, invocada por la reclamante, tuvo un alcance distinto. En aquel 

supuesto se censuró la exigencia de que los licitadores dispusieran ya, al finalizar el plazo 

de presentación de ofertas, de los vehículos concretos necesarios para prestar el servicio, 

con el consiguiente desembolso desproporcionado derivado de la mera participación en el 

procedimiento. No es este el supuesto ahora examinado: no se exige adquirir ni adscribir 
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previamente los vehículos, sino acreditar su disponibilidad como expresión de la capacidad 

estructural del licitador. 

De conformidad con lo que dispone el artículo 55 del RDL 3/2020: 

“Artículo 55. Exigencia de solvencia. 

1. Los requisitos mínimos de solvencia que deben reunir los licitadores y candidatos, así 

como la documentación requerida para acreditar su cumplimiento, se indicarán en la 

convocatoria de licitación o, en el caso de que el medio de convocatoria de licitación sea 

un anuncio sobre la existencia de un sistema de clasificación, en la invitación a licitar o a 

negociar; y, en todo caso, en los pliegos de condiciones. 

2. La solvencia económica y financiera y técnica o profesional podrán acreditarse, con 

carácter general, a través de los medios que se determinen por la entidad contratante de 

entre los establecidos en este real decreto-ley y en el capítulo II, título II, libro primero de 

la Ley 9/2017, de 8 de noviembre, incluida, en su caso, la posibilidad de exigir que el 

periodo medio de pago proveedores del empresario no supere el límite establecido de 

acuerdo con lo dispuesto en el artículo 87.1, letra c) segundo párrafo de la Ley 9/2017, de 

8 de noviembre. En todo caso, las entidades contratantes podrán admitir otros medios de 

prueba distintos siempre que estos sean válidamente admitidos en Derecho. 

No obstante lo establecido en el párrafo anterior, cuando la entidad contratante sea un 

poder adjudicador la clasificación de los empresarios como contratista de obras o como 

contratista de servicios será exigible y surtirá efectos, para la acreditación de la solvencia 

para contratar de estos últimos, en los casos y términos que establece el artículo 77, 

apartados 1 a 4 y el artículo 78 de la Ley 9/2017, de 8 de noviembre”. 

Tal y como tiene declarado este Tribunal, la solvencia se refiere a los requisitos de 

idoneidad que debe poseer cualquier contratista para atender el objeto del contrato de una 

forma adecuada. Según dijimos en la resolución 1207/2025 de 3 de septiembre de 2025: 

 “Conviene, antes de abordar el análisis del precepto trascrito, considerar brevemente la 

exigencia de solvencia como requisito de aptitud para contratar con el sector público (cfr. 
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artículo 65.1 de la LCSP). El artículo 74 de la LCSP (exigencia de solvencia) determina 

que: 

 ‘Para celebrar contratos con el sector público los empresarios deberán acreditar estar en 

posesión de las condiciones mínimas de solvencia económica y financiera y profesional o 

técnica que se determinen por el órgano de contratación. Este requisito será sustituido por 

el de la clasificación, cuando esta sea exigible conforme a lo dispuesto en esta Ley’. 

 El alcance del significado del concepto de “solvencia” viene recogido en el artículo 58 de 

la Directiva 2014/24/UE del Parlamento Europeo y del Consejo, de 26 de febrero de 2014, 

sobre contratación pública y por la que se deroga la Directiva 2004/18/CE (Directiva 

2014/24 en adelante) que en su apartado 3º determina, en lo referido a la solvencia 

económica y financiera lo siguiente:  

‘Con respecto a la solvencia económica y financiera, los poderes adjudicadores podrán 

imponer requisitos que garanticen que los operadores económicos poseen la capacidad 

económica y financiera necesaria para ejecutar el contrato. Con este fin, los poderes 

adjudicadores podrán exigir, en particular, que los operadores económicos tengan 

determinado volumen de negocios anual mínimo, y, en concreto, determinado volumen de 

negocios mínimo en el ámbito al que se refiera el contrato. Además, podrán exigir que los 

peradores económicos faciliten información sobre sus cuentas anuales que muestre la 

ratio, por ejemplo, entre activo y pasivo.  

También podrán exigir un nivel adecuado de seguro de indemnización por riesgos 

profesionales. (…)’. Por lo que se refiere a la solvencia técnica y profesional (que la 

Directiva, en su versión en español, denomina “capacidad técnica y profesional”), el 

apartado 4º señala: ‘Con respecto a la capacidad técnica y profesional, los poderes 

adjudicadores podrán imponer requisitos para asegurar que los operadores económicos 

poseen la experiencia y los recursos humanos y técnicos necesarios para ejecutar el 

contrato con un nivel adecuado de calidad.  

Los poderes adjudicadores podrán exigir, en particular, que los operadores económicos 

tengan un nivel suficiente de experiencia demostrada mediante referencias adecuadas de 

contratos ejecutados en el pasado. Los poderes adjudicadores podrán suponer que un 
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operador económico no posee las capacidades profesionales necesarias si han establecido 

que este tiene conflictos de interés pueden incidir negativamente en la ejecución del 

contrato’. En definitiva, la solvencia de un operador económico no es sino su capacidad de 

ejecutar el contrato en los términos establecidos en los pliegos. Los medios para acreditar 

la solvencia (cfr. artículos 86 a 91 de la LCSP), según la concreción que de los mismos 

haga el órgano de contratación (artículo 92 de la LCSP) constituyen, por lo tanto, indicios 

de esa capacidad”.  

Su concreción corresponde a la entidad contratante, que ve amparada su decisión por la 

discrecionalidad técnica, pero que debe atenerse a los dos requisitos fundamentales que 

nuestra doctrina exige a estos requisitos: vinculación con el objeto del contrato y 

proporcionalidad. Como dijimos en la resolución 1029/2022 de 7 de septiembre, “Por tanto, 

como así se recoge en la LCSP y como expresamente reconoce el TJUE, en la Sentencia 

dictada en el asunto “Succhi di Frutta”, C-497/99P corresponde a la entidad contratante la 

determinación de los medios y documentos a través de los cuales deben los licitadores 

acreditar que cuentan con la solvencia suficiente para concurrir a la licitación”. 

Los requisitos de solvencia económica y técnica exigidos en el caso examinado son los 

siguientes: 

“3.2.1- Solvencia económica y financiera 

La solvencia económica y financiera del empresario se acreditará aportando los siguientes 

documentos: 

• Declaración responsable sobre el volumen global de negocios del licitador que, referido 

al año de mayor volumen de negocio de los tres últimos años, deberá ser igual o superior 

a 75.000.000,00 €. 

El volumen de negocios global se acreditará por los candidatos con las cuentas anuales a 

los que aquellos se refieren. 

Serán excluidos del proceso de selección aquellos candidatos cuyo volumen global de 

negocios sea inferior al exigido”. 
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3.2.2.- Solvencia técnica y profesional 

La solvencia técnica o profesional en relación con los servicios objeto de la licitación, se 

acreditará mediante la aportación de: 

• Una relación de los principales servicios o trabajos realizados de igual o similar naturaleza 

que los que constituyen el objeto del Acuerdo Marco en el curso de, como máximo los tres 

últimos años, en la que se indique el objeto, el importe, la fecha y el destinatario, público o 

privado de los mismos, y cuyo importe anual resultado de la suma de los importes de todos 

los contratos en el año de mayor ejecución (la suma se realizará de las anualidades del 

mismo año natural de todos los contratos) sea igual o superior a 35.000.000,00 €. 

Se indicarán los siguientes datos: 

- Fecha: Año de ejecución de los trabajos. 

- Cliente: Entidad pública o privada para la que se ha realizado el servicio. 

- Objeto: Breve descripción técnica del servicio que permita conocer su alcance. 

- Duración: Duración del contrato en meses. 

- Fecha inicio: Fecha de inicio del contrato. 

- Fecha fin: Fecha fin del contrato. 

- Importe anual: Importe del contrato ejecutado en el ejercicio. Se considerará como tal el 

importe facturado en el ejercicio. 

- Importe total: Importe total del contrato. 

A los efectos de establecer la similitud de los trabajos realizados sólo se valorarán los 

contratos con empresas y entidades públicas que sean equiparables a los servicios 

relacionados con el objeto de la presente licitación, esto es: Servicios de transporte de 

viajeros por carretera mediante autobús. 
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Los servicios o trabajos efectuados se acreditarán mediante certificados expedidos o 

visados por el órgano competente, cuando el destinatario sea una entidad del sector 

público; cuando el destinatario sea un sujeto privado, mediante un certificado expedido por 

este o, a falta de este certificado, mediante una declaración del empresario acompañado 

de los documentos obrantes en poder del mismo que acrediten la realización de la 

prestación. 

Serán excluidos del proceso de selección aquellos candidatos cuyo importe anual 

acumulado en el año de mayor ejecución sea inferior al exigido. 

• Una declaración responsable que demuestre la capacidad operativa del licitador 

entendida esta como el cumplimiento de lo siguiente: 

o Se exigirá que el licitador cuente con un mínimo de 500 autobuses en propiedad (de la 

empresa licitadora o de otras empresas sobre las que ostente el control, entendido como 

lo indica el artículo 42 del Código de Comercio). 

En caso de que la oferta se presente como agrupación de empresas, al menos una de las 

empresas de la agrupación debe disponer de 300 autobuses en propiedad (de la empresa 

licitadora o de otras empresas sobre las que ostente el control, entendido como lo indica el 

artículo 42 del Código de Comercio). 

La declaración responsable deberá contener la relación de los 500 autobuses en los que 

basa su solvencia indicando la matrícula y la empresa propietaria de cada uno de ellos. 

La declaración responsable únicamente deberá contener la información relativa a los 500 

autobuses, absteniéndose el solicitante de incluir ninguna información sobre autobuses 

adicionales. 

La declaración responsable deberá acompañarse de la información que demuestre la 

titularidad de los autobuses reflejados en la misma. 
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o El licitador deberá disponer de capacidad operativa en las siguientes ubicaciones: Madrid, 

Barcelona, Comunidad Valenciana, al menos una de sus provincias, y, en Andalucía, al 

menos en una de las siguientes provincias: Sevilla, Málaga, Córdoba ó Granada. 

La declaración responsable únicamente deberá contener el número de autobuses y la 

provincia al que están adscritos únicamente de las provincias de Madrid, Barcelona, 1 de 

las de la Comunidad Valenciana (a su elección) y 1 de las de Andalucía indicadas, 

absteniéndose el solicitante de incluir ninguna información adicional. 

Serán excluidos del proceso de selección aquellos candidatos que no acrediten la 

disponibilidad de autobuses y capacidad operativa exigida en este apartado”. 

Con lo anteriormente expuesto, se constata que las elevadas cifras exigidas tanto para la 

solvencia económica y financiera, como para la técnica, tienen como fundamento la 

existencia de un único lote del contrato (nos remitimos al respecto a lo que hemos expuesto 

en el fundamento jurídico octavo de esta resolución) y aunque formalmente se ajusten a 

los requisitos establecidos en los artículos 87 y 90 de la LCSP, supone, de facto, una 

restricción clara de la concurrencia, lo que exigiría para ser admitida una especial 

motivación y justificación que nos permita llegar a la conclusión que resultan 

proporcionados, pero no encontramos mínimamente dicha justificación en ninguno de los 

documentos que conforman el expediente de contratación. 

Igual falta de justificación la encontramos en la exigencia como solvencia técnica de poseer 

en propiedad 500 autobuses en propiedad o de 300 si concurrente en UTE, o en la 

exigencia de que el licitador tenga capacidad operativa en Madrid, Barcelona, Comunidad 

Valenciana, al menos una de sus provincias, y, en Andalucía, al menos en una de las 

siguientes provincias: Sevilla, Málaga, Córdoba o Granada, suponiendo, a priori, ambas 

obligaciones, una restricción severa de la concurrencia.  

Todo ello, conduce a la estimación de este motivo del recurso. 

Octavo. Impugna igualmente la reclamante la exigencia de capacidad operativa en Madrid, 

Barcelona, una provincia de la Comunidad Valenciana y una de las provincias andaluzas 

indicadas —Sevilla, Málaga, Córdoba o Granada—. Sostiene que constituye una cláusula 
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de arraigo territorial contraria al Derecho de la Unión y a la doctrina contenida en la 

sentencia del Tribunal de Justicia de la Unión Europea de 27 de octubre de 2005, asunto 

C-234/03, Contse. 

Ha opuesto la entidad contratante que el requisito no exige oficina abierta al público, 

domicilio social ni titularidad dominical de instalaciones, sino capacidad operativa suficiente 

para atender el servicio, con posibilidad de elección en dos de los cuatro ámbitos; que 

atiende a los corredores con mayor tráfico ferroviario y mayor probabilidad de incidencias; 

y que la respuesta inmediata exigida por el servicio no podría garantizarse mediante meros 

compromisos temporales. 

Este Tribunal, siguiendo la jurisprudencia del Tribunal de Justicia de la Unión Europea, ha 

sistematizado el examen de las cláusulas de arraigo territorial mediante un test acumulativo 

de cuatro requisitos, expuesto en la resolución n.º 26/2025, de 15 de enero, dictada en el 

recurso n.º 1562/2024 —Comunidad Valenciana n.º 341/2024—. Según esta resolución, 

dichas cláusulas «no deben considerarse discriminatorias de forma automática, sino que 

debe valorarse su vinculación al objeto del contrato, debiendo concurrir cuatro requisitos 

para su admisión: 1. Que se apliquen de manera no discriminatoria. 2. Que estén 

justificadas por razones imperiosas de interés general. 3. Que sean adecuadas para 

garantizar la realización del objetivo que persiguen. 4. Que no vayan más allá de lo 

necesario para alcanzar dicho objetivo». 

Aplicado dicho criterio al presente supuesto, la exigencia resulta ajustada a Derecho. En 

primer término, se aplica de manera no discriminatoria, pues no impone una concreta forma 

jurídica de implantación —oficina, delegación permanente, domicilio social o titularidad 

dominical de instalaciones— y admite distintas modalidades de disposición de medios. En 

segundo lugar, se encuentra justificada por una razón imperiosa de interés general, 

consistente en asegurar la continuidad del servicio ferroviario en los principales corredores 

de tráfico del territorio peninsular. En tercer lugar, resulta adecuada para alcanzar dicho 

fin, pues la atención inmediata de las interrupciones ferroviarias exige disponer 

previamente de capacidad operativa en las zonas de mayor concentración de la actividad. 

Por último, no excede de lo necesario, puesto que se limita a cuatro ámbitos territoriales y 
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permite elegir entre varias provincias en dos de ellos, configuración distinta del arraigo 

territorial pleno rechazado por la doctrina Contse. 

El motivo se desestima. 

Noveno. Finalmente, impugna la reclamante la duración prevista para el acuerdo marco —

diez años iniciales prorrogables hasta cinco años adicionales— por infracción del artículo 

92.3 del RDL 3/2020, que fija en ocho años el límite ordinario y solo admite duraciones 

superiores en «casos excepcionales debidamente justificados, en particular por el objeto 

del acuerdo marco». 

Este Tribunal considera obligado traer a colación en este punto el artículo 92 del RDL 

3/2020 que, bajo la rúbrica “Acuerdos marco”, consigna lo siguiente: 

“1. Las entidades contratantes podrán celebrar acuerdos marco, a condición de que 

apliquen los procedimientos previstos en el presente real decreto-ley. 

2. A los efectos de este real decreto-ley por «acuerdo marco» se entenderá un acuerdo 

celebrado entre una o varias entidades contratantes y uno o varios operadores 

económicos, que tenga por objeto establecer los términos que deberán regir los contratos 

que se hayan de adjudicar en el transcurso de un período determinado, en particular por lo 

que respecta a los precios y, en su caso, a las cantidades previstas. 

3. La duración de un acuerdo marco no superará los ocho años, salvo en casos 

excepcionales debidamente justificados, en particular por el objeto del acuerdo marco. 

4. Los contratos basados en un acuerdo marco se adjudicarán con arreglo a normas y 

criterios objetivos, entre los que podrán figurar la convocatoria de una nueva licitación entre 

los operadores económicos que sean partes en el acuerdo marco celebrado. Estas normas 

y criterios se indicarán en los pliegos de condiciones del acuerdo marco, y garantizarán 

una igualdad de trato de los operadores económicos que sean parte del mismo. 

Cuando se convoque una nueva licitación, las entidades contratantes fijarán un plazo 

suficientemente amplio para que puedan presentarse ofertas para cada contrato 
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específico, y las mismas adjudicarán cada contrato al licitador que haya presentado la 

mejor oferta en función de los criterios de adjudicación fijados en el pliego de condiciones 

del acuerdo marco. 

5. Las entidades contratantes no utilizarán los acuerdos marco de forma abusiva o de 

manera que la competencia se vea obstaculizada, restringida o distorsionada”. 

Se deduce del precepto transcrito que, como regla general, el acuerdo marco no podría 

tener una duración superior a ocho años, salvo que exista una justificación expresa de la 

fijación de un plazo superior que no concurre en el expediente examinado. 

Por ello este motivo de impugnación también ha de ser estimado. 

En base a todo lo expuesto procede la anulación de las cláusulas y extremos del PCAP 

que hemos estimado en esta resolución, con los efectos que se prevén en el artículo 57.2, 

lo que conllevará también la retroacción del procedimiento al momento anterior a la 

aprobación de los documentos impugnados. 

Por todo lo anterior, 

VISTOS los preceptos legales de aplicación, 

ESTE TRIBUNAL, en sesión celebrada el día de la fecha ACUERDA: 

Primero. Estimar parcialmente la reclamación interpuesta por D. F. V. B., en nombre y 

representación de AUTOS CARBALLO, S.L., contra el anuncio de licitación y el documento 

complementario al anuncio de licitación del procedimiento convocado para la contratación 

del «Acuerdo Marco de Servicio de transporte alternativo por carretera», expediente n.º 

2026-00786, licitado por la DIRECCIÓN GENERAL DE RENFE VIAJEROS, SOCIEDAD 

MERCANTIL ESTATAL, S.A. y acordar su anulación en los términos y alcance establecidos 

en el último párrafo del fundamento jurídico noveno de la presente resolución.  

Segundo. Levantar la suspensión del procedimiento de contratación, de conformidad con 

lo establecido en el artículo 57.3 de la LCSP. 
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Esta resolución es definitiva en la vía administrativa y contra la misma cabe interponer 

recurso contencioso-administrativo ante la Sala de lo Contencioso-administrativo de la 

Audiencia Nacional, en el plazo de dos meses, a contar desde el día siguiente a la 

recepción de esta notificación, de conformidad con lo dispuesto en los artículos 11.1 letra f 

y 46.1 de la Ley 29/1998, de 13 de julio, Reguladora de la Jurisdicción Contencioso-

administrativa. 

LA PRESIDENTA 

LOS VOCALES 
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